STJSL-S.J. – S.D. Nº 100/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecisiete días de noviembre de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA – Llamado a integrar el Dr. NÉSTOR MARCELO MILÁN - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “TORRES, AGUILERA EDUARDO ALFRED c/ LA CAJA ASEGURADORA DE RIESGOS DE TRABAJO A.R.T. S.A. s/ ACCIDENTE o ENFERMEDAD LABORAL – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 105157/9.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN.- 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C y C.?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que a fs. 680/681, la parte actora interpuso recurso de casación contra sentencia definitiva R. L. LABORAL Nº 61/2014 de fecha 19/06/2014, obrante a fs. 675/678, dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 1 de la Primera Circunscripción Judicial, que hizo lugar a la apelación deducida por la demandada, revocó la sentencia de primera instancia, fallada por la Juez del Juzgado Laboral Nº 2 de la misma Circunscripción, obrante a fs. 533/535vta., de fecha 01/10/2012, y en consecuencia rechazó la demanda por declarar prescripta la acción, e impuso la costas de ambas instancias a la actora vencida. Los fundamentos del recurso intentado lucen agregados a fs. 683/709.

Que, en los aludidos fundamentos, luego de relatar los antecedentes del caso, el recurrente pretende fundar la vía recursiva en los tres incisos del artículo 287 del CPC y C. 

En relación al inciso a) dijo que se dejaron de aplicar normas constitucionales, tratados internacionales, artículos de la Constitución de la Provincia de San Luis; los artículos 9  y 75 de la ley N° 20.744, ley Nº 26.428, ley Nº 19.587 y su decreto reglamentario 351/79 (cfr. fs. 685vta.). En lo que respecta al inciso b) dijo que “…Se interpretó erróneamente las normas legales mencionadas en el fallo que se ataca…”; disposiciones que no identifica, pero al respecto agrega que “…en el apartado anterior ya se adelantó en profundidad sobre ésta cuestión…”. También dijo que “…la alzada interpretó erróneamente la aplicación del art. 1113 y cc. del  Código Civil…” (ver fs. 695 in fine).
Finalmente, y en lo que se refiere al tercer inciso del artículo 287 de la ley ritual (inc. c) afirmó que “…hay jurisprudencia contradictoria entre la Cámara Nº 1 y la Cámara Nº 2 de la Ciudad de San Luis…”

En relación a ello argumentó que “…la Cámara Nº 1 ha fijado posición en la sentencia que se ataca… (al afirmar) que (…) se debe tomar el día del accidente que tuvo el actor de autos (21-7-2006), fecha de la cual comienza a correr el plazo de prescripción…” (sic); mientras que la Cámara Nº 2 decidió “…en la causa: “FREDES, ESTELA c/ INSTITUTO HORIZONTE s/ MEDIDA CAUTELAR – ACCIDENTE DE TRABAJO” (Expte. Nº 76668/0), de fecha 16 de Febrero de 2012, (…) R. L. LABORAL Nº 6/2012 que la prescripción tiene como punto de partida en que el derecho respectivo es a partir de la pericia médica judicial (sic), que es cuando la actora tuvo pleno conocimiento de su incapacidad y no desde el momento en que se produjo la primera manifestación de la dolencia…” (ver fs. 706).

2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, la demandada contestó a fs. 713/718vta., escrito en el que solicitó el rechazo del recurso de casación, con especial imposición de costas.

3) Que a fs. 722/724vta., se pronunció el Sr. Procurador General por el rechazo del recurso, afirmando que la impugnación recursiva no puede prosperar, por las razones que expuso y que en honor de brevedad tengo por reproducidas. 

4) Que, ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido, se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme a los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La notificación de la sentencia recurrida, cuya constancia obra a fs. 679 (26/06/2014); 2) La interposición del recurso de fs. 680/681 (27/06/2014); y 3) La fundación del mismo, cfr. cargo de fs. 709 (11/07/2014), es decir dentro del plazo establecido por el art. 289 de la ley ritual, habiendo sido inhábil –feriado nacional- el 9 de Julio. 

Asimismo se observa que, en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, por revestir la calidad de empleado o trabajador. 
Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros Dres., OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, (pues en) caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, 17/05/2007 KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto, este Alto Cuerpo tiene establecido que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (…). Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.”  (Juan Carlos Hitters, Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación, 2ª  Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p.213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 “CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación”).-
2) Del análisis medular de la exposición recursiva que pretende encontrar cuadratura en los tres incisos del artículo 287 de la ley de procedimiento, resulta que el remedio recursivo no puede prosperar, por adolecer de insuficiencia técnica.

En efecto, en relación al primer inciso, las supuestas normas dejadas de aplicar por el tribunal cuestionado, han sido mencionadas con excesiva generalidad, acusando a la sentencia puesta en crisis, de la no aplicación de normas constitucionales, tratados internacionales, normas de la Constitución Provincial y de los arts. 9 y 75 de la ley N° 20.744; sin precisar con todo detalle y especificación, en qué consistió la mentada falta de aplicación. Es decir, tenemos dos vaguedades que hacen inviable la cuadratura jurídica en este inciso. Por un lado, la remisión genérica a normas constitucionales y tratados internacionales, sin identificar de manera singular cuál o cuáles dejaron de aplicarse; y por otro, la falta de especificación de la parte de los arts. 9 y 75 de la LCT, que cree no fueron aplicados y la pertinencia –de la supuesta falta de aplicación- con lo resuelto en la sentencia que se recurre; pues en lo que a esto último respecta, no encuentro vinculación entre el contenido de las disposiciones y lo decidido en el fallo de Cámara. 

Ello es así porque: 

A) respecto del artículo 9 de la LCT que contiene “el principio de la norma más favorable para el trabajador”, que debe actuarse en caso de duda sobre el derecho aplicable, no ha precisado el recurrente qué le hace colegir que los camaristas se han encontrado ante una situación normativa dudosa, cuya resolución imponía la aplicación de la mentada disposición. Al contrario, de la lectura de la pieza de fs. 675/678 surge indubitable que para los Camaristas la solución jurídica es la propuesta por el Juez que votó en primer término, criterio al que adhirieron, sin perjuicio de las aclaraciones que cada uno hizo, que a la postre terminan fortaleciendo la pieza judicial. Al decir esto no me pronuncio sobre la cuestión de fondo, a cuyo conocimiento no puedo adentrarme por la deficiencia del planteamiento que puntualizo; y,

B) el alegado art. 75 de la LCT, -sustituido por art. 49 de la Ley N° 24.557 B.O. 4/10/1995, cuya inconstitucionalidad se declaró en la sentencia de primera  instancia-, que recepta el deber de seguridad del empleador, no es pertinente en relación a la cuestión esencial que trató y decidió el fallo puesto en crisis, cuya crítica concreta y razonada es imperativa para la procedencia del recurso.

La falta de precisión, no es salvada en el extenso desarrollo posterior, que por su amplitud no hace sino desdibujar aún más la poca concreción del ataque pretendido.

En lo que respecta a la causal del segundo inciso del art. 287 -…cuando se hubiere interpretado erróneamente una norma legal…- hace dos alusiones en relación a la “procedencia” de esta causal legal. La primera, remite al desarrollo del apartado anterior, cuya crítica hice en los párrafos precedentes. Con esta remisión ha agravado el defecto de vaguedad y generalidad, en el que incurrió cuando pretendió circunscribir el recurso en el primer inciso del  art. 287, por lo que debe correr igual suerte. La segunda, se queja de la interpretación errónea del art. 1113 y cc. (sic) del Código Civil, lo que resulta altamente impertinente con el desarrollo posterior que intenta precisar –sin lograrlo en virtud de los disímiles criterios contenidos en la profusa jurisprudencia y doctrina que citó-  que versa sobre el inicio del cómputo del período de prescripción en los daños producidos por siniestros laborales. De lo dicho se patentiza la falta de relación entre la supuesta malhadada interpretación del art. 1113 del Código Civil y la exposición de la fundación sobre el tema de prescripción liberatoria. No está permitido que el tribunal sentenciante, en el caso, el Superior Tribunal de Justicia interprete lo que no está claramente expresado, quizás por tácita suposición –si se me permite el pleonasmo- en el actor recurrente.
En lo tocante a la invocada causal, contenida en el tercer inciso del artículo 287 del CPC y C, es decir …” Cuando se persiga la unificación de la jurisprudencia contradictoria de las Cámaras de Apelaciones…”, el actor recurrente afirma que:

a) En la sentencia que ataca, R.L. Laboral Nº 61/2014 (19/06/2014), la Cámara Civil, Comercial, Laboral y Minas Nº 1) de la primera Circunscripción sostuvo que la prescripción se debe tomar (desde) el día del accidente que tuvo el actor, fecha a partir de la cual comienza a correr la prescripción; en tanto que,

b) La Cámara Civil, Comercial, Laboral y Minas N° 2 de igual Circunscripción decidió que la prescripción tiene como punto de partida la pericia médica judicial, momento en el cual se tuvo el pleno conocimiento de la incapacidad y no desde el momento en que se produjo la primera manifestación de la dolencia, postura que afirmó se sostuvo en la causa “FREDES, ESTELA c/ INSTITUTO HORIZONTE s/ MEDIDA CAUTELAR – ACCIDENTE DE TRABAJO” – Expte. Nº 76668/0, en sentencia R.L. LABORAL Nº 6/2012 (16/02/2012).

Ahora bien, en primer lugar debo decir que, para que se sostenga la afirmada contradicción que dé lugar al examen casatorio, es necesario que los “hechos”, sobre los que se produce la distinta aplicación de la solución jurídica sean semejantes; análogos en sus esenciales componentes fácticos; pues, naturalmente, de distinta plataforma fáctica, se comprende que con toda lógica se derive diversa solución jurídica.

Tal parecer, ha sido acuñado en pronunciamientos de la magistratura, cuando se ha expedido sobre el examen extraordinario para unificar jurisprudencia, en lo siguientes términos: “…La contradicción que haga viable el recurso de inaplicabilidad de la ley debe referirse a la emisión de juicios de derecho, de interpretación sobre la norma, sobre la voluntad de la ley, por lo cual se desechan todas aquellas contradicciones que tengan origen o se refieran a situaciones de hecho diferentes, que justifiquen distintos pronunciamientos o diferentes formas de actuación de la ley…” (CCom., en pleno “Cristina Finances SA c/ Werthein, Abel y otros”, citado por SALIM – IOVANNA, El recurso de inaplicabilidad de la ley en el orden nacional, artículo de la obra colectiva Recursos Ordinarios y Extraordinarios, dirigida por ARAZI, Roland y coordinada por DE LOS SANTOS, Mabel, Rubinzal – Culzoni Editores, Año 2005, pág. 365). El enfatizado me pertenece.
En segundo término, conviene insistir en la precisión del instituto de la casación, en punto a destacar que el examen nomofiláctico debe versar sobre los aspectos jurídicos, máxime cuando se persiga la unificación de la jurisprudencia, causal que debe valorarse restrictivamente por lo específico de su objeto. 

Consecuencia de lo apuntado es que, para valorar la correcta o incorrecta interpretación o aplicación del derecho, y/o la contradicción entre los pronunciamientos de las Cámaras, es que se deben “tomar”, -aprehender- los hechos tal cual vienen incorporados al proceso, sin que en ese primer análisis exegético, pueda cambiarse dicha plataforma.

En atención a ello, y después del examen de las sentencias calificadas como contradictorias, resulta que la invocada oposición no puede ser materia de casación, en virtud de que los hechos de tales causas no son analogables. 

En efecto, para determinar el punto de partida del comienzo de la prescripción en la causa FREDES, la Cámara Nº 2 tuvo en cuenta como presupuesto fáctico, la dolencia y las circunstancias de la misma, de la que destacó que se trató de los llamados daños continuados que prolongan su evolución temporal; en tanto que en el presente caso, tal circunstancia no forma parte de la plataforma fáctica valorada por los jueces de la Cámara Nº 1, que remitieron al momento denunciado como de acaecimiento del siniestro para el inicio del cómputo, sin que surja de las actuaciones que las dolencias que dijo haber padecido el actor participaran de las características de las tenidas en cuenta por la otra Cámara en la causa “Fredes”, independientemente de si, una vez iniciado el proceso judicial, se haya practicado una pericia en orden a probar los daños acaecidos que se denunciaron el 21 de julio de 2006.-

En atención a las consideraciones precedentes, el ataque recursivo debe rechazarse. Por lo expuesto VOTO a esta cuestión por la Negativa.
Los Señores Ministros Dres., OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres., OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres., OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. OSCAR EDUARDO GATICA, Dijo: Costas al recurrente vencido, art. 68 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros Dres., OMAR ESTEBAN URÍA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. OSCAR EDUARDO GATICA y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, noviembre diecisiete de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación articulado.- 
II) Costas al recurrente vencido (art. 68 del CPC y C).
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE
No firma el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, por encontrarse excusado. 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y NÉSTOR MARCELO MILÁN, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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